Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Habiendo número, está abierto el acto. 
(Es la hora 12 y 07 minutos) 


De acuerdo con el artículo 107 de la Asamblea General, corresponde elegir Presidente y 
Vicepresidente. 


SEÑORA SANSEVERINO..- Propongo que se designe como Presidenta de esta Comisión Especial a la 
señora Legisladora María Elena Laurnaga. 


(Apoyados) 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 4. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia la señora Legisladora María Elena Laurnaga) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 08 minutos) 

Agradezco a todos la designación. 


La Comisión Especial ha sido convocada en el día de hoy para recibir al señor Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia, doctor Leslie Van Rompaey, quien anunció que concurriría acompañado por 
el Ministro del Tribunal de Apelaciones de Familia, doctor Pérez Manrique, con el fin de intercambiar 
opiniones sobre la dificultad de aplicación de la normativa vigente en referencia a los menores 
infractores. 


Si los señores Legisladores me permiten, quiero decir que, como régimen de trabajo, me 
parece que en este ámbito se deberían generar insumos para aportar a la sesión de la Asamblea 
General prevista para el próximo 2 de febrero. Si en esa oportunidad la Asamblea General decide que 
la Comisión Especial continúe trabajando sobre el tema, evaluaríamos la posibilidad de celebrar otra 
sesión. 


Consulto al señor Legislador Viera si desea fundamentar su solicitud, que en su momento 
fuera apoyada y aprobada por los miembros de la Comisión Permanente. 


SEÑOR VIERA.- Tal como fue largamente fundamentado en Sala y apoyado por la unanimidad de los 
miembros de la Comisión Permanente, esta Comisión Especial ha sido conformada para recabar 
información respecto al tema vinculado a la seguridad y a los menores infractores. Así se ha procedido 
a la luz de algunos hechos que conmovieron a la opinión pública en el presente mes de enero, 
particularmente el relacionado con el joven de 17 años de edad, apodado “El Pelón”, que cometió tres 
homicidios en seis meses. Algunos representantes de la Justicia han manifestado que los plazos 
legales para que el Juez dicte sentencia son demasiado breves. Teniendo en cuenta nuestra 
responsabilidad como Legisladores y en virtud de que se acordó que el ámbito de una Comisión 
Especial sería el más adecuado, nos pareció importante recibir y escuchar la opinión de los 
representantes del Poder Judicial. 


En cuanto al régimen de trabajo, considero que lo deberíamos adoptar luego de escuchar al 
futuro Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Dicho de otra manera, entiendo que esa decisión la 


deberíamos tomar cuando volvamos a quedar solo los integrantes de la Comisión Especial, pues de 
acuerdo con lo que él nos manifieste, podría surgir alguna idea o la necesidad de invitar o convocar a 
otros jerarcas, como por ejemplo, al del INAU o del Ministerio del Interior. Este procedimiento podría 
echar más luz sobre este caso paradigmático y sobre el tema general de los menores infractores, lo 
cual nos permitirá, durante este receso, seguir recabando información que le será muy útil a la 
Comisión Especial para el Análisis de la Legislación Relativa a los Temas de la Seguridad P ública y en 
Especial la de los Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, que funciona en el ámbito de la 
Asamblea General, que seguramente va a continuar en funciones. Cabe agregar que hoy nos 
acompaña su Presidente, el señor Legislador Julio Bango. De manera que lo que hoy se analice en 
esta Comisión le va a servir como insumo, ya que, aun si se aprueba la extensión del plazo de que 
dispone, va a contar con poco tiempo. Por tanto, propondría escuchar a nuestros invitados y luego 
decidir si hacemos alguna otra reunión. 


Por otra parte, creo que esta Comisión debe tener un final, no puede diluirse, porque de esa 
manera lo más probable es que la opinión pública se sienta defraudada, lo que se agregaría a la 
situación de alarma que está viviendo en virtud de las noticias y las opiniones que se han vertido sobre 
este tema. Por eso, considero que la Comisión Especial tendría que elaborar un informe con todo lo 
que recabe y proponer a la Comisión Permanente que eleve todo a la Asamblea General. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Señora Presidenta: esta reunión y el diálogo que mantendremos con el 
señor Ministro de la Suprema Corte de Justicia nos da un lugar privilegiado para tener una versión 
oficial, seria y desapasionada de los acontecimientos que tan fuertemente han conmovido a toda la 
sociedad uruguaya. Son muchas las interrogantes y las preocupaciones, y creo que cuando este 
diálogo salga a luz a través de los medios de comunicación o de la publicación por parte del 
Parlamento, contribuirá a la mejora de la situación que está analizando la Comisión Especial designada 
por la Asamblea General. De esta manera, no estamos entrando en contradicción con otra Comisión, 
sino que estaremos entregando información directa del organismo superior de Justicia que tiene 
nuestro país, sobre un acontecimiento concreto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos la bienvenida al señor Legislador Trobo. Quiero informarle que 
acabamos de instalar la Comisión. 


SEÑOR TROBO.- Dejo constancia de mi voto positivo para quien fuera elegida como Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, señor Legislador. 


Hemos estado intercambiando opiniones sobre el mecanismo de trabajo de esta Comisión, y 
entendemos conveniente que después de recibir al señor Ministro de la Suprema Corte de Justicia y 
futuro Presidente de ese Organismo, doctor Leslie Van Rompaey, y al Ministro del Tribunal de 
Apelaciones de Familia, doctor Pérez Manrique, la Comisión realice un intercambio de opiniones 
acerca de su labor. 


El señor Legislador Viera hizo notar que esta Comisión debe entregar un informe el 2 de 
febrero, pues en esa fecha la Asamblea General va a considerar el tema. Por lo tanto, luego de 
escuchar la opinión de los invitados, la Comisión evaluará los pasos a seguir. De modo que, si los 
señores Legisladores están de acuerdo, corresponde hacer ingresar a los invitados. 


(Ingresan a Sala: 
el Ministro de la Suprema Corte de Justicia, doctor Leslie Van Rompaey; 
el Ministro del Tribunal de Apelaciones de Familia, doctor Ricardo Pérez Manrique; 


y el Secretario de la Suprema Corte de Justicia, doctor Raúl Oxandabarat) 


La Comisión Especial para el Estudio de la Minoridad Infractora con el fin de Informarse de 
los Antecedentes del Caso del Menor Homicida, que integran la señora Legisladora Berta Sanseverino 
y los señores Legisladores Esteban Pérez, Jaime Trobo y Tabaré Viera, así como quien habla en 
carácter de Presidenta, tiene el gusto de recibir a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, 
doctores Leslie Van Rompaey y Ricardo Pérez Manrique, y el Secretario de ese Organismo, doctor 
Raúl Oxandabarat. Cabe aclarar que hoy participa de esta reunión, en calidad de oyente, el señor 
Legislador Julio Bango, que preside la Comisión Especial para el Análisis de la Legislación Relativa a 
los Temas de la Seguridad Pública y en Especial la de los Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, 
que fue designada por la Asamblea General. 


Ante las manifestaciones y la propuesta de varios parlamentarios en la última sesión de la 
Comisión Permanente, se creó esta Comisión que decidió invitar a los señores representantes de la 
Suprema Corte de Justicia que hoy nos visitan —a quienes mucho agradecemos su presencia— a los 
efectos de profundizar en aquellos temas que, si bien ya fueron abordados en el mes de diciembre por 
la Comisión Especial antes citada, presidida por el señor Legislador Bango, se vinculan con la 
aplicación de normas relacionadas con la minoridad que infringe la ley penal, como por ejemplo el caso 
que recientemente conmocionó a toda la sociedad. Si bien para la Comisión Permanente no es 
pertinente pedir que se analice el caso concreto porque es de competencia del Poder Judicial, la 
alarma social que provocó ese acontecimiento reciente y los efectos que trajo aparejados, nos llevó a 
considerar la pertinencia de invitar nuevamente a los representantes de ese Organismo —aquí 
presentes— para profundizar en algunos aspectos que pudieran servir como sugerencias a la Asamblea 
General que, reitero, el próximo 2 de febrero celebrará una sesión especial dedicada a este punto. 


Esta Comisión Especial de la Comisión Permanente tiene la función de recabar las 
opiniones, comentarios y sugerencias de nuestros invitados a partir de ese hecho y, en todo caso, 
generar el vínculo para seguir avanzando sobre la base de los aportes que ya son conocidos y que se 
efectuaron en el trabajo anterior. 


Consulto a los señores Legisladores si desean hacer comentarios al respecto. 


SEÑOR VIERA.- En primer lugar, deseo agradecer a los señores representantes del Poder Judicial por 
la amabilidad de aceptar la invitación de esta Comisión. Nos parece que los Poderes independientes 
del Estado tienen que dialogar en algún momento para intercambiar experiencias y opiniones y actuar 
como Estado en conjunto. Les agradecemos desde ya las experiencias e ideas que plasmen en este 
seno, porque nos permitirán hacer nuestra tarea legislativa en forma más eficaz en lo que tiene que ver 
con los delitos y, particularmente, con los menores infractores, cuya problemática ha adquirido 
relevancia en la actualidad. 


Pertenecemos a una Comisión Especial cuyo plazo de trabajo seguramente será prolongado 
el próximo 2 de febrero por la Asamblea General. La idea es que la información, opiniones y 
sugerencias que podamos recabar en la Asamblea General tengan como destino la Comisión, que ya 
comenzó a trabajar en el mes de diciembre para elaborar leyes o modificar las normas vigentes con el 
fin de que la labor de administración de justicia sea más eficaz. 


En definitiva, agradecemos su amabilidad por estar presentes en esta reunión. 


SEÑOR TROBO.- Naturalmente, nosotros también agradecemos la presencia del señor Ministro Van 
Rompaey y de quienes lo acompañan. 


Deseo destacar la preocupación manifestada por el señor Legislador Viera en el ámbito de la 
Comisión Permanente cuando planteó la necesidad de que se formara un grupo de trabajo, ante el 
impedimento de convocar a otro Poder del Estado a ese Cuerpo con el propósito de formular 
inquietudes en torno a un tema puntual que generó gran conmoción pública y frente al cual, 
evidentemente, el Parlamento debe reaccionar como caja de resonancia de las preocupaciones 
ciudadanas. Ha trascendido en la prensa que, como es lógico, quienes nos visitan en nombre de la 
Suprema Corte de Justicia no harán referencia a un expediente en particular. De todos modos, no 


podemos sustraernos del estado de ánimo que vive la población frente a un hecho que, básicamente, 
tiene que ver con un proceso individual, identificado con una persona, en un contexto determinado y 
que se nutre de una serie de elementos procesales que han generado esta alarma a nivel de la 
población. Por eso, con la prudencia que le corresponde a la Suprema Corte de Justicia para referirse 
a un caso en particular, creo que lo que aquí recojamos puede ser muy importante a fin de que, junto 
con todo lo que está haciendo la Comisión Especial de la Asamblea General, puedan determinarse 
cursos de acción o, al menos, temas a encarar. En ese sentido, a nuestro juicio, el relativo a los 
procedimientos es el principal. Estamos ante un hecho que nos ha alarmado a todos, al igual que el 
procedimiento que se ha llevado adelante en este caso. Quizás durante la discusión no se puso en el 
banco de pruebas la lentitud que a veces tienen ciertos procesos y las consecuencias que ello puede 
aparejar. 


En resumen, reconocemos la inquietud del señor Legislador Viera y consideramos muy 
importante esta instancia como aporte, no solamente para la opinión pública, sino también para la 
Comisión que está trabajando en el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de ceder el uso de la palabra al doctor Leslie Van Rompaey, queremos 
saludarlo por su próxima asunción como Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Sin duda, las palabras de recibimiento nos congratulan. Siempre estamos 
dispuestos a escuchar cualquier iniciativa de cooperación interinstitucional que ayude a la solución de 
graves problemas sociales, como el que nos convoca en el día de hoy. De todos modos, tenemos la 
prevención de acotarnos a los límites constitucionales que ya fueron aclarados por quienes hicieron la 
presentación inicial, lo cual nos ahorra una introducción sobre los alcances de los pedidos de informes, 
que no pueden comprender a la materia jurisdiccional. Tengamos en cuenta que en esto están 
involucrados el principio de separación de Poderes y la independencia del Poder Judicial. De todas 
maneras, creemos —y por eso hicimos hincapié en el objeto concreto de la comparecencia— que es 
necesario dialogar e intercambiar ideas sobre las dificultades reales que existen en la aplicación de la 
normativa procesal referida a los procesos infraccionales, sobre todo cuando se trata de la comisión o 
imputación de infracciones gravísimas. 


Nos encontramos con el Código de la Niñez y la Adolescencia, fundamentalmente el artículo 
76, que es un texto abigarrado, complejo y contradictorio. A mi juicio, ese texto debe ser reformado, con 
lo que estoy anticipando la conclusión de mi exposición, y aclaro que en este tema hablo a título 
personal porque la Suprema Corte de Justicia no ha tomado posición sobre este punto. 


Por supuesto que con respecto al caso específico que determinara esta consternación de la 
que todos somos partícipes, es útil informar a esta Comisión que está en curso un expediente 
administrativo iniciado por un pedido de informes realizado por el entonces Ministro de Feria, doctor 
Juvenal Javier, a quien le tocó actuar en este caso. Ese informe ya fue evacuado y será objeto de 
consideración la semana que viene, una vez culminada la feria judicial, en el primer acuerdo que se 
realice. 


Es motivo de especial preocupación -y en este punto reitero que hablo a título personal- la 
notoria exigúidad de los plazos para esta sentencia en casos como los que referían los señores 
Legisladores, es decir, cuando el adolescente es imputado de homicidio e inmediatamente sometido a 
una medida cautelar de internación provisoria en dependencias del INAU. Pido disculpas si es un poco 
tediosa la argumentación jurídica, pero a veces es necesario referirse a un artículo o a un inciso; no 
hay más remedio que ponerlos de manifiesto porque este tema es trascendente y aquí están en juego 
principios fundamentales e, incluso, la propia protección de los derechos del adolescente, que puede 
ser afectada cuando se establecen plazos tan exiguos e imposibles de cumplir en los hechos. 


Cuando hay privación de libertad inmediata por la comisión de una infracción gravísima, el 
numeral 5) del artículo 76 establece que la privación de libertad no podrá durar más de sesenta días y 
que transcurrido este plazo sin que se hubiera dictado sentencia de primera instancia, se deberá dejar 
en libertad al adolescente. Este plazo es inexorable; no puede ser prorrogado. En todo caso, si hay una 
norma general que permite la prórroga de los plazos, es valor entendido en la doctrina que no puede 
referirse a esta sujeción física del adolescente porque es un beneficio que se le concede y por diversas 
razones que atienden a los derechos del adolescente, que son los que prioriza el Código. Pero la 


situación es más grave aún si se tiene en cuenta que el numeral 4) del mismo artículo 76 ordena que la 
audiencia final en la que se dicte sentencia definitiva deberá fijarse en un plazo de sesenta días, pero si 
se decreta la medida cautelar de internación provisoria, la audiencia final se fijará en un plazo máximo 
de treinta días. Ahí parece haber dos plazos que se contraponen. 


Por otra parte, si se tiene en cuenta que el numeral 10) del mismo artículo permite al Juez 
prorrogar la audiencia para el dictado de sentencia por quince días perentorios, tenemos que, en el 
mejor de los casos, para la tutela de los derechos del adolescente —que son los que este Código tiene 
en cuenta, fundamentalmente— la privación de la libertad no podría extenderse por más de cuarenta y 
cinco días. Dentro de este breve plazo deben transcurrir diversas etapas y actos procesales: audiencia 
preliminar en forma inmediata a la comisión de la infracción, que se fijará en no más de 24 horas; 
producción de prueba en audiencia, que se fijará en un plazo no superior a veinte días; informe del 
equipo técnico del INAU, que es preceptivo; informe del centro de internación; formulación de demanda 
por el Fiscal o acusación, en el plazo de seis días de diligenciada la prueba; traslado a la defensa por 
seis días, la que también podrá ofrecer prueba que, obviamente, debería diligenciarse antes de la 
sentencia y señalamiento de audiencia final para el dictado de sentencia dentro de los quince días de 
la contestación de la demanda. A mi entender, luego de producida la prueba ofrecida por la defensa al 
contestar la acusación fiscal, hay un acotamiento excesivo de los plazos que se superponen y que, 
sumados, exceden los plazos de privación de libertad. Como se ve, la regulación es compleja y 
contradictoria, algunos plazos se superponen y, en los hechos, es muy difícil cumplirlos. Es más, hasta 
puede resultar perjudicial para el propio adolescente ya que el estricto cumplimiento de los plazos 
legales puede determinar, en los hechos la imposibilidad de producir prueba a su favor, debilitando a su 
respecto las garantías del debido proceso y el adecuado ejercicio del derecho de defensa en el juicio. 


El propio doctor Javier, en un trabajo que escribiera sobre el proceso infraccional de 
adolescentes, entiende que este plazo de sesenta días ocasiona en la práctica dificultades de 
relevancia. En tal sentido, ocurre que a fin de que se pueda dictar el fallo en tiempo útil, debe 
apresurarse instándose, en algún caso, la producción de los informes técnicos pertinentes que resultan 
preceptivos y esenciales para adoptar resolución, así como el diligenciamiento de probanzas. Pero aún 
más grave resulta el hecho de que se podría correr el riesgo de que el Ministerio Público tuviera que 
pronunciarse sin que las probanzas se hubieren diligenciado en su totalidad o, incluso, se vería 
sencillamente acotado el plazo con que cuenta para formular su demanda o acusación. Este breve 
plazo, además, limita la actuación de la propia defensa del adolescente presuntamente infractor, cuyo 
acceso y eficacia privilegia el Código en lo atinente al diligenciamiento de pruebas para, 
eventualmente, producir la prueba de descargo. En esta obra, es coautor el Fiscal doctor Luis Pacheco, 
quien sostiene —en el mismo sentido y quizás con mayor énfasis— que, ingresando a aspectos formales 
del proceso infraccional legislado por el nuevo Código, cabe criticar la normativa en cuanto establece 
un proceso ultra sumario por demás breve, que no permite un ponderado estudio del caso ni la mejor 
elección de la medida socioeducativa a imponer. Si bien siempre se ha propugnado un proceso de 
educación razonable en todas las materias, en este caso un proceso de treinta o sesenta días de 
duración resulta, paradójicamente, contraproducente. Adviértase que el literal B) del numeral 4) a que 
hacía referencia precedentemente, obliga al Juez a fijar decisión final a los treinta días de iniciado el 
proceso, en caso de haberse adoptado la medida cautelar de arresto o internación. En tal caso, el 
Ministerio Público deberá deducir demanda acusatoria dentro del plazo de treinta días de iniciado el 
proceso, un tiempo por demás exiguo que no permite el adecuado estudio del caso ni el mejor análisis 
de los estudios técnicos aportados por el INAU, ni apreciar la evolución del adolescente ni su 
adaptación a la medida cautelar impuesta. Prácticamente, se prohíbe a las partes solicitar el 
diligenciamiento de medidas probatorias complementarias; únicamente se contará con los informes 
técnicos elaborados por el INAU dentro de los veinte días -y yo agrego: si es que fueron elaborados 
dentro de ese plazo-, que por su perentoriedad y urgencia solo podrán ser informes primarios y nunca 
se podrá contar con informes definitivos o más detallados de la evolución del adolescente antes de la 
sentencia definitiva, lo cual es notoriamente absurdo. Consecuentemente, nos hallamos ante un 
proceso contrarreloj, con el objetivo meramente formal de cumplir con los plazos procesales 
establecidos, y se dejan de lado los aspectos sustanciales del proceso. El Fiscal Pacheco sostiene, en 
el mismo sentido al que yo apuntaba precedentemente, que existen asimismo notorias contradicciones 
y superposiciones de plazos procesales en el proceso infraccional del nuevo Código. El artículo 76 
dispone, tal como se estudió, la obligación del Juez de fijar la audiencia final a los sesenta días como 
norma general o a los treinta días si se dispuso arresto o internación cautelares. Seguidamente, y 
suponiendo un caso de internación cautelar, el INAU cuenta con veinte días corridos para elaborar los 
informes técnicos —artículo 76, numeral 6)- luego pasan los autos al Ministerio Público por seis días 
hábiles, traslado de la defensa por otros seis días hábiles y, si sumamos los plazos de veinte días 


corridos de que dispone el INAU o veinte días para el diligenciamiento de prueba complementaria — 
artículo 76, numeral 3)- más los seis días hábiles del traslado al Ministerio Público, más los seis días 
hábiles del traslado de la defensa, arribamos a un plazo total largamente superior a los treinta días 
dentro de los cuales debía fijar el Juez la audiencia final. Y ello sin contar la posibilidad de que la 
defensa proponga prueba en ocasión de contestar la demanda fiscal, como dice el numeral 8) del 
artículo 76, lo que parecería ser, en materia de Derecho Procesal Penal, una situación de absoluta 
normalidad y no excepcional, como está ocurriendo hoy en los hechos. La única solución para el Juez 
es hacer uso de la suspensión de los plazos procesales que consagra el artículo 115 del Código, 
solución que, obviamente, no es lógica y deviene absurdo tener que recurrir sistemáticamente a este 
mecanismo para subsanar notorios defectos del Código. 


Quiero agregar que la prórroga que estipula el artículo 115 refiere, obviamente, a plazos 
procesales, pero no se aplica a las situaciones de internación provisoria o privación de libertad del 
adolescente. 


A modo de conclusión, entiendo —como expresa el autor al que estoy haciendo referencia— 
que sería conveniente y necesario ampliar la duración del proceso, dentro de plazos razonables y 
necesariamente breves. Asimismo, creo que sería bueno corregir las múltiples contradicciones y 
superposiciones de plazos procesales. En concreto, me parece que debería conferirse al Juez la 
facultad de extender el plazo de internación provisional por más de sesenta días en casos de 
excepcional gravedad o complejidad, por resolución fundada, modificando en tal sentido el numeral 5) 
del artículo 76 del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Si la señora Presidenta no tiene inconveniente, quisiera ceder el uso de la palabra al doctor 
Pérez Manrique, experto en esta materia —hace años que se dedica al estudio de los temas de la niñez 
y la adolescencia— que nos ha asesorado en múltiples ocasiones. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- Extiendo mis saludos y mi agradecimiento a los miembros de la 
Comisión, como así también al futuro Presidente de la Suprema Corte de Justicia, que me ha invitado a 
participar en esta tan interesante reunión. 


Fundamentalmente, adelanto que comparto el análisis efectuado por el doctor Van Rompaey 
sobre los aspectos procesales del Código. Tal vez este sea uno de los asuntos en el que quedaron más 
puntos para pulir luego de la aprobación del Código; en todo caso, ese era el acuerdo político de base 
en el momento de su aprobación. 


Indudablemente, en aras de procurar beneficiar al adolescente, se han consagrado 
incongruencias que muchas veces se vuelven contra él. Simplemente voy a referirme a dos o tres 
aspectos que considero sustanciales y que tienen que ver con el futuro, es decir, no con la forma como 
se ha de legislar, sino con los criterios que son básicos cuando uno se aboca a establecer un 
procedimiento en materia de adolescentes infractores. 


El Derecho Penal de los adolescentes —creo que es un error hablar de Derecho Penal 
Juvenil, aunque no es ese el tema que nos ocupa-— está definido por un principio esencial, que es el del 
sujeto al cual está referido. Y precisamente, en el Derecho uruguayo ese “sujeto” está definido por el 
Código de la Niñez y la Adolescencia como toda persona que se encuentra en la franja etaria entre 13 
y 18 años de edad. Entonces, hasta ahora ese Derecho se ha aplicado exclusivamente a dicha franja 
etaria. Quiere decir que no es verosímil pensar en procesos que afecten a esas personas que insuman 
mucho tiempo de esos cinco años de su adolescencia, tomado esto desde el punto de vista legal. Así 
pues, hay que pensar en procesos que forzosamente sean acotados. El modelo que tomó el Código de 
la Niñez y la Adolescencia fue el del Estatuto del Niño y el Adolescente de Brasil, que fija un proceso de 
45 días desde su inicio hasta el dictado de sentencia de Primera Instancia. Tal vez en esa intención de 
reforzar los términos de brevedad del proceso, algún aspecto esencial haya quedado por el camino. 
Luego vamos a expresar cuál creemos que es ese aspecto. 


El segundo elemento conceptual que me parece interesante rescatar es el que tiene que ver 
con lo que en la legislación nacional significa el artículo del Código de la Niñez y la Adolescencia que 
estipula lo que el Pacto de San José de Costa Rica denomina como “plazo razonable” de un proceso 
para una persona sometida a prisión preventiva o a una medida cautelar de privación de libertad. Es 


así que se establece un plazo máximo —del que no se puede exceder— a los efectos de obtener su 
libertad. Se trata, pues, de la aplicación del Derecho establecido, entre otros, en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, que estipula el derecho esencial de la persona 
a esperar la sentencia de libertad. Estos son puntos básicos que hacen al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. En todos los países en los que hay procedimientos orales existen normas de esta 
naturaleza, en virtud de que muchas veces hay una espera para la audiencia que fija la sentencia, y lo 
cierto es que ella tiene lugar mucho después de que se ha decretado la prisión preventiva. Sin ir más 
lejos, en Argentina hay normas de procedimiento penal de adultos que establecen que si en un 
determinado tiempo no tiene lugar la audiencia de conocimiento de causa, reaparece el derecho de 
esperar la sentencia de libertad del individuo y, en función de ello, se obtiene la libertad a la espera de 
la audiencia definitiva. Por lo tanto, existe la necesidad de un proceso breve. 


A mi entender, también es importante y conveniente que haya plazos que establezcan un 
límite al tema de la privación de libertad, pero me parece muy buena la sugerencia de que, en casos 
especiales, el Juez pueda establecer una prórroga en forma debidamente fundada, y luego voy a 
detallar cuáles son —a mi juicio- esos casos especiales. 


Ahora bien, más allá del aspecto citado, creo que en el Código hay un gran error, y lo asumo. 
Antes de concurrir a esta Comisión estuve revisando el procedimiento que instituyó la Ley N* 16.707, 
de Seguridad Ciudadana, cuyo artículo 25 modificó el artículo 114 del Código del Niño —entonces 
vigente— y estableció en el país, sobre la imagen de la Acordada 7236 de la Suprema Corte de Justicia, 
el primer procedimiento para adolescentes infractores que rigió en la República hasta la aprobación del 
Código de la Niñez y la Adolescencia. Dicho procedimiento establece, someramente, una audiencia 
indagatoria, un período durante el cual es posible ofrecer prueba —los informes del INAU no son 
preceptivos— y, una vez ofrecida, otorga un plazo de treinta días para que se diligencie. ¿Cuál es el 
problema? Que hay una contradicción muy importante en el Código, inclusive considerando los 
derechos de los adolescentes, porque este procedimiento no reconoce una oportunidad procesal para 
la prueba de descargo, es decir, aquella que articula la defensa para tratar de acreditar la inocencia de 
su defendido y para revertir la prueba del Ministerio Público. 


La práctica indica que en esta clase de procedimientos toda la prueba se recaba en los dos 
primeros días, mientras se está instruyendo, y muy rara vez se solicita prueba posterior —en general, es 
lo que sucede— por eso se abre la posibilidad de que la defensa y el Ministerio Público pidan en la 
propia audiencia prueba que pueda ser diligenciada. 


En líneas generales, y de acuerdo con mi experiencia -soy Juez de Segunda Instancia y veo 
los expedientes que vienen en la apelación automática, es decir, cuando se aplican medidas de 
privación de libertad por más de un año- casos como este, de pública notoriedad, son 
excepcionalísimos. En general, el sistema judicial ha tenido el buen recaudo de ajustarse a los plazos 
establecidos en la ley, para cumplirlos —por más que existan estas discrepancias, que son 
incongruencias propias de la ley—, pero ello no quiere decir que este sistema sea ideal. 


Me parece —lo reitero- que existen tres puntos que son centrales. En primer lugar, la 
necesidad de que el proceso esté acotado en el tiempo. No podemos pensar en un proceso que dure 
un año o más porque, trasladado a los cinco años de vida activa como infractor penal que puede tener 
un adolescente, representa demasiado tiempo en su vida. 


En segundo término, es importante y conveniente que se haya definido un plazo razonable, a 
partir del cual la prisión preventiva pasa a ser injustificada e ilegal. A mi entender, este es un gran 
adelanto de la legislación uruguaya. 


Y, en tercera instancia, existe forzosamente la necesidad de arbitrar, en un nuevo esquema 
procesal, la posibilidad de que haya una etapa de prueba en la que la defensa pueda articular contra la 
acusación fiscal la prueba que entienda conveniente. Inclusive, esto brindaría al Ministerio Público, en 
caso de no estar satisfecho con la prueba de la primera audiencia, la oportunidad de ampliar ese 
período de prueba. 


Reitero: la Ley de Seguridad Ciudadana establecía un sistema procesal que no iba más allá 
de los 120 días. No digo que sea el mejor —creo que merece muchos ajustes—- pero era un 


procedimiento que en ese plazo terminaba una primera instancia. Además, tenía un agregado -que 
inexplicablemente el Código no recogió— por el que se acotaba a 45 días el plazo de la segunda 
instancia; hoy una segunda instancia puede durar dos años, porque sigue los plazos del Código 
General del Proceso. 


Estas son, en términos generales, las falencias procesales, y reitero que coincido totalmente 
con el planteo que ha realizado el doctor Van Rompaey. 


SEÑOR VIERA.- La posición de los jerarcas preopinantes ha sido contundente en cuanto a que, en 
casos especiales referidos a algunos delitos graves, el plazo es exiguo. En particular, el episodio 
protagonizado por el muchacho conocido como “el Pelón”, es realmente paradigmático, en el sentido 
de que era algo que podía suceder y, efectivamente, sucedió. En concreto, me refiero a la posibilidad 
de que el menor, teniendo un antecedente por el mismo delito, una vez recuperada su libertad por 
haberse vencido el plazo de sesenta días, cometiera un homicidio. 


Ahora bien, una de las dudas que se plantea la ciudadanía —sobre todo quienes no somos 
abogados— es cómo se actúa en ese caso en particular. Si un joven homicida que está bajo libertad 
condicional o con medidas sustitutivas comete un segundo homicidio, ¿el Juez no puede dejar sin 
efecto esa libertad condicional que se le había concedido por el primer homicidio? 


SEÑOR BANGO.- Quiero agradecer la posibilidad que se nos brinda, porque el trabajo de esta 
Comisión nos permitirá ahorrar tiempo a quienes integramos la Comisión Especial de la Asamblea 
General dedicada al análisis de los temas de seguridad pública, que seguramente se reinstalará en el 
próximo mes. 


Me parece que la propuesta realizada por los doctores Van Rompaey y Pérez Manrique es digna de ser 
estudiada por el Parlamento. Además, reafirma una presunción que ya tenía y que me gustaría saber si 
es correcta o no, por lo menos en opinión de nuestros invitados, ya que sabemos que no hay una 
posición de la Suprema Corte de Justicia como tal. Me refiero, concretamente, al hecho de que este 
caso reviste un carácter excepcional por cuanto, desde la sanción del Código de la Niñez y la 
Adolescencia en el año 2004, no recuerdo —aunque tampoco soy abogado- que en casos límite tan 
complejos y duros para la opinión pública y para la sociedad —como lo ha sido este— se haya 
superado el plazo de sesenta días para dictar sentencia. Mi pregunta refiere a si estamos ante una 
situación de carácter excepcional, aunque, obviamente, no por serlo deja de resultar muy preocupante 
y grave. En concreto, quisiera saber si esta presunción que tengo desde fuera, como lego, es correcta 
ono. 


Por otra parte, teniendo en cuenta lo que decía el doctor Pérez Manrique con respecto a la 
necesidad de que el tiempo que fije la norma para dictar sentencia sea lo más corto posible, me parece 
que también debemos remitirnos a la gestión. Los tiempos que se ponen en una ley están asociados a 
una evaluación de la capacidad de gestión del Poder —en este caso se trata del Poder Judicial, pero en 
otros podría referirse al Parlamento o al Poder Ejecutivo— por lo que la posibilidad de cambio a futuro 
también puede estar en directa relación con un cambio en su gestión en términos de mayor eficacia y 
eficiencia. A mi entender -me gustaría tener una opinión al respecto-— los criterios de fijación de los 
períodos no necesariamente deben ser taxativos, porque en la medida en que los procesos de gestión 
avanzan y las capacidades institucionales de gestión mejoran, también es posible que la justicia sea 
más rápida. Es más, entiendo que ese es un ideal que todos deberíamos compartir. 


Es cuanto quiero expresar por ahora porque, para alguien que no está imbuido de la lógica 
de la gestión del Poder Judicial, estaría bueno contar con la opinión experta de quienes hoy nos visitan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber si ustedes tienen alguna sugerencia —naturalmente, a título 
personal, ya que quedó clara la actitud con la que ustedes están planteando el tema-— sobre cuál sería 
el plazo que se debería fijar para modificar este de sesenta días, o qué procedimientos se requerirían 
para conocerlo. Me refiero, por ejemplo, a si es necesario formar un grupo de trabajo o realizar 
consultas técnicas en el ámbito del Poder Judicial o fuera de él. En definitiva, me gustaría saber qué 
tiempo se necesitaría para elaborar una herramienta que contribuyera a la extensión de los plazos, 
pero que también diera un cronograma razonable al Parlamento para prever esa modificación. 


SEÑORA SANSEVERINO.- En la línea de lo que dice la señora Presidenta, luego de escuchar la 
intervención del señor Ministro me queda claro que se plantea el tema de los plazos acotados y 
también el de las contradicciones en el contenido del artículo. Me gustaría saber si también se podría 
tener una mirada al respecto desde el propio organismo que presidirá el doctor Van Rompaey. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Las estadísticas que nuestros servicios han elaborado en función de los 
registros de los procesos infraccionales del año 2009 —obviamente los del 2010 todavía no están 
disponibles— nos llevan a concluir que el problema de la exigúidad de los plazos se agudiza si se tiene 
en cuenta que estos procesos han aumentado un 24,6% entre los años 2007 y 2008 y un 26,7% entre 
los años 2008 y 2009. 


En este último año, en Montevideo, la gran mayoría de los procesos se iniciaron por rapiña — 
76,2%-—, seguida por hurto -10%-— y por homicidio, 4,2%. Es decir que más del 80% de los procesos 
se inician con la comisión de rapiñas y homicidios, infracciones que obviamente son calificadas como 
gravísimas por el Código en su artículo 72. La internación provisoria se dispuso como medida cautelar 
en un 64,5% de los casos y en la sentencia definitiva se dispuso la internación, es decir la privación de 
libertad, en el 57,7% de los casos. 


En el interior del país la situación es completamente diferente: la infracción más frecuente es 
el hurto, ocupando el 54,6% de los casos y la rapiña es el 17% de las conductas infraccionales. 


Tengo en mi poder el informe anual —que voy a dejar a disposición de esta Comisión o de la 
Comisión Especial que preside el Legislador Bango- que contiene datos muy interesantes. La 
duración promedio de los procesos fue de 2,6 meses en Montevideo y 3,5 meses en el interior. Quiero 
señalar que existe una explicación de esta distorsión con respecto a la previsión legal, que a 
continuación voy a mencionar. Todos sabemos que muy frecuentemente los adolescentes se 
encuentran fugados del lugar de reclusión, por lo que no es posible seguir el juicio de rebeldía, es decir, 
dictar una sentencia estando el menor fugado; además —esta es una cuestión técnica— hay que tener 
en cuenta la unificación de sentencia en caso de que el menor haya cometido otras infracciones en el 
período. Sin embargo, el promedio de duración de los procesos por homicidio en el 2009 en 
Montevideo fue de 1,7 meses —fueron 33 casos— y de 3,2 meses en el interior. Quiere decir que 
siempre estamos hablando de plazos que son razonables. La Justicia ha hecho un esfuerzo importante 
por ajustarse a las normas del Código. 


Lo que expresó el Legislador Bango es efectivamente así: esta situación es excepcionalísima. 
Por lo tanto, en lo personal aspiro a que exista algo así como una válvula de seguridad o de escape 
para estos casos excepcionalísimos, que permita al Juez, fundamentando su decisión, la extensión del 
plazo de la internación como medida provisoria, aunque, naturalmente, sin que eso afecte el plazo 
razonable. Creo que aunque en algún caso los plazos superen la propia previsión normativa —que es 
confusa y contradictoria— siempre estamos dentro del plazo razonable, que necesariamente son pocos 
meses. 


Otra causa que explica la brevedad en la duración de los procesos es que, en más del 97% de 
los casos, se produce el allanamiento de la defensa a la acusación o a la demanda fiscal, lo que 
obviamente implica que, en este caso, el Juez dicte sentencia en un plazo de cinco días. En 
Montevideo, el 91,3% de los procesos lleva al allanamiento de la defensa. 


Reitero que la propuesta es acotada a las infracciones gravísimas, a situaciones 
excepcionales por su gravedad y complejidad, y a lo que el Juez —o la comunidad fiscal- debería 
fundamentar en el sentido de por qué extender la medida cautelar de privación de libertad. Tal como 
decía el doctor Pérez Manrique, creo que en aplicación de los principios básicos consagrados por las 
Convenciones Internacionales y también por la Convención sobre los Derechos del Niño, que hablan 
de un plazo breve, el sistema del proceso infraccional no es compatible con una duración mayor de 
seis meses. De todas maneras, no queda claro si el acotamiento es a treinta o a sesenta días 
inexorables, improrrogables y perentorios del plazo predeterminado para la sujeción física del menor en 
procesos infraccionales. Me parece que en algunos casos excepcionales debería admitirse su 
extensión breve y fundada para evitar que puedan repetirse situaciones tan lamentables como esta. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- A la completa información brindada por el doctor Van Rompaey quiero 
agregar otro factor de distorsión de los procesos, como es la demora del INAU en cumplir con los 
informes y los plazos previstos. Este es un tema de larga data, ya que la Ley de Seguridad Ciudadana 
expresamente establecía una responsabilidad especial de orden administrativo por incumplimiento de 
los plazos legales. Cabe destacar que hay muchas dificultades para cumplir con estos plazos, por lo 
que la Ley de Seguridad Ciudadana planteaba la posibilidad de prescindir de determinados requisitos y 
establecía que se podían pedir los informes necesarios en términos de veinte días. Esa medida tenía 
que ver con el hecho de que, a veces, los informes son una repetición uno de otro, porque el 
adolescente tiene varias causas y, simplemente, se trata de una actualización de ese informe. Un factor 
de alargamiento de los procesos —reconociendo las dificultades que se tienen en este aspecto- es, 
precisamente, que los informes muchas veces no vienen en veinte días, y ello genera dificultades, 
sobre todo cuando hay privaciones de libertad que se cumplen en lugares que no son los de asiento 
del Juzgado que decretó la medida. En ese caso hay un contacto interdepartamental: no es el INAU la 
referencia del Juez, sino donde está cumpliendo las medidas. 


Quería mencionar esta dificultad con respecto a los informes, ya que también es un aspecto 
objetivo que a veces conspira contra el cumplimiento de los procesos. 


SEÑOR TROBO.- ¿Me permite la palabra, Señora Presidenta? 
SEÑORA PRESIDENTA.- En seguida, señor Legislador. 


Le pediría una aclaración al doctor Pérez Manrique, ya que creí entender que existe la 
posibilidad de que el Juez pueda actuar sin el informe del INAU. Considerando la exposición del doctor 
Van Rompaey, me gustaría saber si esto significaría suspender esa cláusula. 


Le doy ahora la palabra al señor Legislador Trobo para que luego el doctor Pérez Manrique 
responda todas las interrogantes planteadas. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera formular dos consultas. La primera de ellas tiene que ver con el hecho de si 
cuentan con alguna información estadística con respecto a los plazos de presentación de los informes 
técnicos, es decir, de las respuestas de las sedes. 


La segunda se relaciona con lo que debería estructurarse hacia el futuro. Está claro que los 
Jueces tendrían que tener —al igual que el Fiscal— la capacidad de resolver en caso de excepción como 
este, aunque cabe resaltar que ello tampoco es una garantía, porque el Juez puede encontrarse con 
una impresión del Fiscal que cause alguna dificultad que no permita reaccionar frente a una 
circunstancia parecida o análoga a la que estamos analizando en este momento. 


Es por eso que, sin perjuicio de que se pueda establecer una medida de estas características, 
creo que el doctor Pérez Manrique hizo mención —al igual que el doctor Van Rompaey- a la 
inconsistencia de la puesta en práctica de varios plazos que establecen cosas diferentes y que, 
además, son utilizados por la Defensa —que, por supuesto, siempre procura beneficiar al defendido— 
con el propósito de que el proceso finalice lo más rápidamente posible, sobre todo teniendo en cuenta 
que se trata de un proceso especial, vinculado con infracción juvenil, y no es un proceso penal de 
adultos. 


Entonces, un elemento a tener en cuenta es una determinación sobre la capacidad que 
tengan el Juez y el Fiscal para tomar una medida de excepción. Naturalmente, deberían modificarse 
las normas del Código de la Niñez y de la Adolescencia y adaptarlas a la Ley de Seguridad Ciudadana 
o, en su defecto, establecer una nueva redacción para que quede bien claro cuál es el mecanismo a 
aplicar. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En la previsión del Código, en su artículo 76, el informe del INAU es 
preceptivo. No se puede dictar sentencia sin que, previamente, el Juez cuente con el informe del INAU 
y del centro de internación. Esta medida también plantea problemas en la práctica, puesto que si se 
dilata en demasía la expedición de ese informe, el Juez queda sujeto a la omisión o tardanza del INAU. 


No recuerdo exactamente cuáles eran los intervalos anteriores. En este caso específico, que 
generó una situación trágica, el adolescente fue dejado en libertad porque venció el plazo de sesenta 
días a partir de la internación y no se contaba con el informe del INAU. 


SEÑOR VIERA.- ¿No se contaba con el informe? 
SEÑOR VAN ROMPAEY.- Así es, señor Legislador. 


Debemos decir que deseamos colaborar y avanzar dando datos sobre un asunto específico, 
pero es de destacar que esto también se hizo público. 


Me acota el doctor Oxandabarat que el informe del INAU se presentó recién el día 12 de 
enero. 


SEÑOR BANGO..- Entonces, uno tiene que entender que no se llegó al dictado de la sentencia porque 
no se contó a tiempo con el informe del INAU. ¿Esa es la causa? 


SEÑOR VAN ROMPAE.- Ese es un tema sobre el cual no puedo expedirme ahora, pero sí dije como 
dato de la realidad —y además forma parte de la opinión pública, porque los periódicos y medios de 
comunicación así lo informaron— que como se venció el plazo de sesenta días, el Juez, en aplicación 
de la norma que establece que inexorablemente debe dejarlo en libertad, así lo hizo. Pero, insisto: el 
INAU aún no había producido el informe. 


Por lo tanto, haciéndome eco de lo que manifestaba la señora Presidenta, considero que ese 
artículo requiere de una reformulación integral, compatibilizar los plazos, procurar no tener 
superposiciones y demás. Parecería que en un mismo artículo se intentara regular una especie de 
código de procesos infraccionales, lo que resulta complejo y contradictorio. Tampoco creo que existan 
demasiadas dificultades para elaborar una normativa que contemple estas situaciones, que sea de 
aplicación fluida y de fácil comprensión, y no considero que sea un tema de técnica legislativa 
compleja. Me parece que puede llegarse fácilmente a una reforma parcial que otorgue al Juez un aval 
o un instrumento para que no esté rigurosamente predeterminado por plazos breves que le impidan 
dictar una adecuada sentencia. Acá se acotan los plazos, tanto al Ministerio Público como a la propia 
Defensa, para producir pruebas, tornándose prácticamente imposible dictar sentencia. 


SEÑOR VIERA.- De la mano de lo que estamos hablando viene la reflexión sobre el mantenimiento de 
los antecedentes una vez que el menor cumple la mayoría de edad. Estos casos excepcionales nos 
hacen pensar que no parece lógico que desaparezcan los antecedentes de una persona por el solo 
hecho de cumplir —a veces dentro de pocos meses— 18 años. Menos entendible es que en el día de 
mañana, habiendo cumplido la mayoría de edad, cometa otro delito y se le de el mismo tratamiento y 
sea recluido en el mismo lugar que un primario absoluto. Entonces, tengo que preguntar sobre el tema 
que está en este momento en discusión, que refiere al mantenimiento de los antecedentes de los 
menores, en aquellos casos de delitos graves y gravísimos, luego de cumplir la mayoría de edad. 


SEÑOR VAN ROMAPEY.- Ya nos hemos pronunciado sobre este punto que, naturalmente, es 
opinable. No creo que tenga incidencia relativa en el tema de la inseguridad en el que se inserta este 
problema. De alguna manera —con todo respeto por la posición contraria— entiendo que indirectamente 
se haría imputable al menor si al pasar a ser mayor se tienen en cuenta los hechos infraccionales que 
fueron cometidos cuando era inimputable. 


Reconozco que se trata de un tema altamente opinable que se ha instalado en el ámbito 
político, donde debe ser resuelto. Como todas las posiciones han sido expuestas, la decisión la tienen 
los Legisladores y supongo que, a esta altura, el debate debe estar casi concluido. 


SEÑOR PÉREZ MANRIQUE.- Por mi parte, comparto lo manifestado por el señor Ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, agradecemos a los señores Ministros y al doctor 
Oxandabarat por su presencia. Seguramente nos mantendremos en contacto para comunicarles cómo 


seguimos trabajando. Esta Comisión hará un informe de la reunión para la Comisión de la Asamblea 
General. 


(Se retiran de Sala: 
el Ministro de la Suprema Corte de Justicia, doctor Leslie Van Rompaey; 
el Ministro del Tribunal de Apelaciones de Familia, doctor Ricardo Pérez Manrique; 


y el Secretario de la Suprema Corte de Justicia, doctor Raúl Oxandabarat) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Legisladores están de acuerdo, ahora analizaríamos el 
mecanismo de funcionamiento de la Comisión. Mi propuesta es hacer un informe de esta reunión, para 
elevarlo a la Asamblea General en la Sesión del 2 de febrero. Si como consecuencia del debate 
resultara necesario, entre el 2 y el 15 —que es cuando se reinstala la Comisión Especial de la Asamblea 
General- podríamos tener alguna otra sesión. 


En lo personal, creo que no agregaría demasiado llamar nuevamente al INAU, ya que 
contamos con las versiones taquigráficas de la Comisión Especial a la que asistieron los 
representantes de la institución, y de la que participa el señor Senador Viera. Por otra parte, entiendo 
que deberíamos agregar a nuestro trabajo los informes escritos que los Ministros nos han entregado, y 
que serán repartidos para que todos los integrantes de la Comisión los tengan, junto con la versión 
taquigráfica de esta Sesión. 


En concreto, mi propuesta es que trabajemos para elaborar el informe. Si están de acuerdo, 
yo podría encargarme de hacer un borrador, junto con algún otro miembro de la Comisión, y luego se 
pondría a consideración. 


SEÑOR VIERA.- Considero que hay que ponerse a trabajar, incluyendo la recomendación de legislar 
en ese sentido y con esto creo que todos estaríamos de acuerdo. Sin embargo me queda una duda, 
pues entiendo que es muy seria la confirmación de que, aparentemente, el principal escollo para que 
no se pudiera cumplir con los 60 días de plazo para que el Juez diera su dictamen en primera instancia 
en el caso de “el Pelón”, fue la falta del informe del INAU. Quedó claro que ello era preceptivo, es decir 
que sin él no podía haber sentencia. Como ya se ha dicho, el informe llegó el 12 de enero, unos 12 ó 
13 días después de vencido el plazo. Me parece que convocar al INAU para que nos comunique 
solamente por qué no le alcanzó el plazo, es demasiado. Por otro lado, creo que todos compartimos la 
inquietud de querer saber por qué pasó eso y si para el INAU es exiguo el plazo de veinte días que 
tiene para expedirse con todos los antecedentes. 


Esto ameritaría un clásico pedido de informes pero, naturalmente, va a llegar mucho más 
tarde. 


Reitero que queda claro, ante toda la alarma de la población, que en este tema en particular el 
INAU tiene responsabilidad. No sé —y de verdad estoy dudando-— si no deberíamos tener una reunión 
con el INAU antes del miércoles, para que se nos explique por qué este informe no fue enviado en el 
plazo previsto y si consideran que el mismo es demasiado exiguo. Planteo esto porque, vuelvo a 
repetir, en este caso concreto la responsabilidad es del INAU. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal, no quise forzar a los representantes de la Suprema Corte de 
Justicia para que dieran su opinión sobre este caso en particular, porque resulta claro que no lo pueden 
hacer. De todas maneras, me hubiera gustado preguntar si el Juez no podía referirse a los informes 
previos, dado que se trataba del tercer suceso. 


SEÑOR VIERA.- Yo lo pregunté y no se me contestó, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En mi opinión, con esa pregunta nos introducíamos en el caso en particular y 
por esa razón no insistí en el tema. Obviamente, sin ser abogada, la pregunta que me hago es, 
precisamente, si el Juez no podía hacer referencia a los informes previos del INAU, donde figuraba 
todo el historial -que es bastante extenso— de la persona en cuestión. 


Personalmente no me niego a recibir al INAU, pero no sé si nos agregaría algo. Quizás en el 
informe que vamos a elaborar se podría plantear la necesidad de obtener más opiniones técnicas al 
respecto. A mi juicio, el aporte que en diciembre realizó el INAU a la Comisión fue importante. 


SEÑOR VIERA.- Si no hay tiempo para invitar al INAU, evidentemente el informe debe recoger lo 
expresado por la Suprema Corte de Justicia en el sentido de que hubo una tardanza por parte del INAU 
en enviar el informe. 


SEÑOR TROBO.- Pido disculpas por haberme ausentado de Sala. Hice una pregunta a los visitantes 
sobre este tema, pero como es obvio no pudieron profundizar en su análisis. Lo primero que dijo el 
doctor Van Rompaey fue que no manejaba cifras, pero el INAU debe manejarlas. Vamos a ser francos, 
nadie quiere acosar ni responsabilizar al INAU, pero desde la perspectiva política, creo que debemos 
tener la visión completa sobre este tema. Creo que este trabajo, que es un aporte muy importante a la 
Comisión Especial de la Asamblea General, puede servir como ayuda. Pienso que sería importante que 
el INAU nos aclare cuántas solicitudes de informes reciben y en qué plazo las contestan, porque es un 
dato estadístico. Lo digo porque el doctor Van Rompaey mencionó que esto ocurre en muchos casos, 
pero en este tuvo una consecuencia muy dolorosa. Originariamente la norma era de garantía para el 
administrado, es decir el menor. En tal sentido, no dudo que cuando se analizó el Código de la Niñez y 
la Adolescencia y se estableció que en vez de ser opcional el informe debía exigirse y ser perentorio 
para que la justicia se pudiera expresar, el argumento esgrimido haya sido que se debía dar garantías 
al menor de que el INAU informe, porque de esa manera habría un tercero que expusiera su posición 
ante un proceso judicial. Pero si esa garantía, con el paso del tiempo, se ha ido constituyendo en un 
obstáculo, se deberá analizar. 


Acá debemos mirar la cuestión desde dos puntos de vista: una cosa son las garantías del que 
está siendo ajusticiado y otra las garantías de la sociedad, a quien representa el Estado a través del 
Poder Judicial, para que también se defiendan sus derechos. Si el INAU no cumple, por alguna razón 
será. Tal vez esté incapacitado para hacerlo, pero también se puede suponer que no lo hace por otro 
tipo de razones. Si tenemos una visión directa del INAU en cuanto a cómo se comporta con respecto a 
los informes y a la dificultad que tiene para cumplir los plazos, podremos trabajar sobre esto y remover 
la norma que establece la condición preceptiva del informe para que el Juez dicte sentencia, o de lo 
contrario el INAU podrá proponer un protocolo y un procedimiento que le haga responder con algún 
efecto sancionatorio. No puede ser que la Administración, ya sea porque no puede hacerlo o porque 
tiene dificultades a la hora de recabar los antecedentes, no lo haga. De cualquier manera, y aunque 
sea en un caso de excepción, la consecuencia está encima de la mesa. 


Creo que esta Comisión —ya sea con la presencia del INAU o mediante un informe muy 
detallado del instituto— debería proporcionar a la Comisión Especial de la Asamblea General la mayor 
información posible. Comparto con el señor Legislador Viera que sobre este tema el INAU debe tener 
información; de no ser así, la puede recoger en poco tiempo. 


SEÑORA SANSEVERINO.- A mi juicio, esta Sesión ha sido muy importante porque nos situó en uno de 
los nudos críticos que hay con relación a este tema, que refiere al artículo 76 —sobre el que nuestros 
visitantes han decidido trabajar—, que es una norma muy confusa, contradictoria y en la que se 
contemplan plazos muy acotados. 


Lo fundamental es que vamos a poder presentar esta información a la Comisión de la 
Asamblea General, además de algunas propuestas que nuestros invitados han realizado y que 
denominan “válvula de seguridad”. No debemos olvidar que entre las dificultades está el plazo 
incumplido por el INAU. 


En función del cronograma previsto para la semana, creo que en el informe que elaboremos 
sería pertinente incluir que vamos a realizar un pedido al INAU. Además, deberíamos dejar constancia 
de que la preocupación que fue planteada en este ámbito por los señores Ministros también es 
compartida por los señores miembros de la Comisión Especial. Por lo tanto, será la Comisión de la 
Asamblea General la que podrá profundizar en la propuesta legislativa. Esa será la solución que como 
Legisladores estaremos dando a la sociedad para mejorar las dificultades que desembocan en una 
situación muy dolorosa y que tanto ha conmovido. 


Si se decide convocar a los representantes del INAU, no lo vería mal; simplemente, creo que 
los tiempos no nos darían, porque el 2 de febrero estamos convocados para la Asamblea General. 


Si analizamos las cosas desde el punto de vista práctico, esta Comisión estaría entregando a 
la Comisión de la Asamblea General un informe con algunas cuestiones que quedaron pendientes. 


SEÑOR BANGO..- Cuando el señor Legislador Trobo se retiró momentáneamente de Sala, le pregunté 
al futuro Presidente de la Suprema Corte de Justicia si se podía concluir que la liberación del chico que 
previamente había cometido homicidios se debía a que el informe del INAU no estaba listo. 


SEÑOR TROBO.- En realidad, estaba presente en ese momento y tuve oportunidad de escuchar la 
pregunta. 


SEÑOR BANGO.- Como el sumario está abierto, si el INAU no cumple con lo que preceptivamente 
debe cumplir, a título personal creo que más que transitar por el camino de rebajar las garantías a las 
que aludió el señor Legislador Trobo, hay que procurar que el INAU cumpla con su deber. 


Por otra parte, no me gustaría que se establecieran conclusiones apresuradas, porque 
quizás haya otros elementos de la investigación administrativa ordenada por la Suprema Corte de 
Justicia que nos puedan dar luz sobre qué ocurrió y por qué no se cumplieron los plazos. 


SEÑOR TROBO.- Creo que no me supe explicar bien. Yo no digo que haya que rebajar garantías, sino 
equilibrarlas. Se puede y debe pretender que los menores tengan garantías, pero ello no puede ir en 
contra de las de la sociedad porque, de lo contrario, estaríamos privilegiando a un sector respecto del 
otro, en el que también hay menores que no delinquen. Esta es una cuestión de equilibrio. 


Creo que lo bueno de esta reunión es que hemos encontrado que hay inconsistencias; que el 
equilibrio no existe, no solamente porque la ley es inconsistente sino, además, porque hay organismos 
que no cumplen con sus obligaciones y, como consecuencia de ello, operan sobre el proceso aun sin 
quererlo. De hecho, no presentar en fecha un informe exigido por un Juez como condición para dictar 
una sentencia, ha terminado operando contra las garantías de la sociedad en general. Ese es el 
concepto que había manejado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a reiterar mi propuesta. Me parece que con dos días de plazo para 
trabajar —viernes y lunes próximos— no tenemos tiempo como para llamar al INAU, pero esto debe 
figurar en el informe de la Comisión. A su vez, luego del debate del 2 de febrero veremos si esta 
Comisión sigue trabajando hasta el 15, que es cuando se reinstala la Comisión Especial de la 
Asamblea General, o si ello no es necesario y este tema queda en manos de esa Comisión. Si se le 
extiende el plazo, la Comisión Especial podrá reunirse a partir del 2 de febrero. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Finalizando esta reunión, propondría que el informe de esta Comisión 
Especial lo elaboren la señora Presidenta junto con los Legisladores Trobo y Viera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El martes se reúne la Comisión Permanente, por lo que deberíamos 
reunirnos antes para aprobar el informe y presentarlo en esa instancia. 


SEÑOR VIERA.- Podemos preparar el texto del informe y enviárnoslo a través de nuestros correos 
electrónicos para ir corrigiéndolo. 


De todas maneras, creo que luego de la elaboración de ese informe y de la sesión de la 
Asamblea General del próximo miércoles, esta Comisión podría recibir al Directorio del INAU. De esa 
forma, podremos agregar tales informes a la Comisión de la Asamblea General. Hay que aclarar que el 
tema surgió en forma espontánea; lo dijeron nuestros invitados. Entonces, si vamos a incluir insumos 
en el informe para que la Comisión tome medidas legislativas, agreguemos todos los datos para ver si 
hay que modificar, por ejemplo, el artículo 76, o los plazos que tienen los jueces, como así también los 
que tiene el INAU. Me parece que después del 2 de febrero podemos recibir tranquilamente al 
Directorio del INAU como última gestión de esta Comisión antes de finalizar su tarea. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para complementar el espíritu que se ha planteado, quiero expresar que la 
Secretaría sugiere que enviemos la versión taquigráfica de esta Comisión al Directorio del INAU, a la 
que agregaríamos además una nota que exprese que sería importante contar con una opinión al 
respecto y adelantando que necesitamos determinada información. Luego veremos si los invitamos a 
concurrir a la Comisión o mandan la información por escrito. Posiblemente la Comisión de la Asamblea 
General empiece a trabajar el 3 de febrero, si el día anterior se le autoriza la extensión del plazo. 


SEÑOR TROBO.- Si los señores Legisladores están de acuerdo, propongo que en la nota a enviar al 
INAU también se haga saber que sería importante contar con información estadística sobre las 
solicitudes de informes de parte de la justicia de menores y los plazos en que son respondidas. De 
pronto, tienen un registro de cada caso. 


(Apoyados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- En todo caso, nos ponemos en contacto vía correo electrónico. 


Esta Comisión podría volver el reunirse el martes, una hora antes de la sesión de la 
Comisión Permanente, a los efectos de aprobar el informe. 


(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 31 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


